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Santiago, 2 de marzo de 2016.






Mediante oficio N° 12.319, recibido el 22 de enero de 2016, el Presidente de la Cámara de Diputados, don Marco Antonio Núñez Lozano, al tenor de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó informe respecto del artículo 9° del proyecto de ley,  iniciado por Mensaje Presidencial, que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas, correspondiente al boletín N° 10.526-06.






Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día de 24 de febrero del año en curso, presidida por el subrogante señor Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los ministros señores Sergio Muñoz Gajardo, Patricio Valdés Aldunate, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, Guillermo Silva Gundelach, señora Rosa Egnem Saldías, señor Juan Eduardo Fuentes Belmar, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señor Carlos Aránguiz Zúñiga y el Fiscal Judicial señor Juan Escobar Zepeda, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

AL SEÑOR PRESIDENTE
MARCO ANTONIO NÚÑEZ LOZANO
H. CÁMARA DE DIPUTADOS
VALPARAÍSO 
“Santiago, dos de marzo de dos mil dieciséis.


Visto y teniendo presente:

 
Primero: Que mediante oficio N° 12.319, recibido el 22 de enero de 2016, el Presidente de la Cámara de Diputados, don Marco Antonio Núñez Lozano, al tenor de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó informe respecto del artículo 9° del proyecto de ley,  iniciado por Mensaje Presidencial, que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas, correspondiente al boletín N° 10.526-06, el cual no tiene asignada urgencia para su tramitación;

 
Segundo: Que el Mensaje Presidencial plantea que, a partir del informe del año 2003 de la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, que recomienda la creación de un Consejo de Pueblos Indígenas, el cual sería un “(…) órgano representativo de los Pueblos Indígenas, generado democráticamente, independiente y distinto de las instancias gubernamentales encargadas de la definición y ejecución de las políticas públicas dirigidas a los Pueblos Indígenas (…)”; de la suscripción por nuestro país, en el año 2007, de la proclamación de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, que demuestra el compromiso como Estado de avanzar en el reconocimiento pleno de los derechos colectivos de los pueblos indígenas que habitan nuestro territorio y, estimando que la participación y la representación son valores fundamentales de la democracia, se hace necesario que existan órganos que permitan la representación de todos los pueblos indígenas que habitan en nuestro país, de manera de optimizar la toma de decisiones, para lo cual, el proyecto de ley propone la creación del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, que será el órgano que represente a los pueblos indígenas del país. Además, habida cuenta que cada pueblo indígena debe adoptar sus propias decisiones sobre materias que le afecten de manera particular, se pretende crear, por cada pueblo indígena, un Consejo que representará los intereses y particularidades del pueblo respectivo. 
 
Se expresa que, para dar cumplimiento al deber de consulta a los pueblos indígenas interesados, previsto en el artículo 6
 del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT)— el que fuera promulgado por medio del Decreto Supremo N° 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores y que entrara en vigencia un año después del depósito del instrumento de ratificación ante la OIT, realizado el 15 de septiembre del año 2009  o , en el mes de septiembre del año 2014 el Gobierno inició un proceso de consulta a los nueve pueblos indígenas, respecto de esta medida legislativa, consistente en el proyecto de ley que se informa. 
 
De acuerdo a lo anterior, se sostiene, el proyecto de ley es el producto de una propuesta planteada a las comunidades y organizaciones indígenas del país, mediante un proceso de consulta nacional, en el que participaron más de 6.700 actores de instituciones representativas de los pueblos indígenas de todo el país, y que fuera finalmente acordada y  consentida por ellas. Se menciona como objetivo del proyecto crear un Consejo Nacional de los Pueblos Indígenas y los Consejos de Pueblos Indígenas, que constituyan instancias de representación de los intereses, las necesidades y los derechos colectivos de los pueblos indígenas ante los organismos del Estado. Es por ello que se propone que el Consejo Nacional sea una corporación de derecho público, autónoma y representativa de los pueblos indígenas, no sólo ante los órganos de la Administración del Estado, sino que también frente al Congreso Nacional, el Poder Judicial y los órganos constitucionalmente autónomos. Por su parte los Consejos de Pueblos Indígenas también serán corporaciones de derecho público, autónomas y representativas de los intereses, necesidades y derechos colectivos de los pueblos indígenas respectivos ante los organismos del Estado. Finalmente, se señala que las referidas corporaciones “no limitan en modo alguno las instancias de participación y consulta que puedan operar en el ordenamiento jurídico chileno”;

 
Tercero: Que el proyecto propone crear un cuerpo legal compuesto por dos Títulos, uno acerca de los Consejos de Pueblos Indígenas y otro sobre el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, cada uno conformado por tres párrafos, respecto de la naturaleza y funciones, composición y funcionamiento de dichas entidades, más cinco disposiciones transitorias.
 
El Título I, “De los Consejos de Pueblos Indígenas”, crea nueve corporaciones de derecho público de carácter autónomo -una por cada pueblo indígena reconocido por la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, los cuales son: los pueblos Aymara, Quechua, Atacameño o Likan Antay, Diaguita, Colla, Rapa Nui, Kawésqar, Yagan y Mapuche-, representativos, participativos y de consulta, cuyo objeto será representar los intereses, necesidades y derechos colectivos de los pueblos indígenas ante los organismos del Estado. La composición de los integrantes de tales Consejos varía según el pueblo que representa.
 
El proyecto establece las funciones y atribuciones de dichos Consejos, las que son, principalmente, de carácter (i) propositivo, acerca del diseño y evaluación de la Política Nacional Indígena y de planes y programas destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas y, (ii) consultivo, respecto del desarrollo de los procesos de consulta sobre la existencia o no de la susceptibilidad de afectación directa a los pueblos indígenas de las medidas administrativas y legislativas que se prevean ejecutar, en relación a los procesos de consulta indígena que se desarrollen en el marco de las Evaluaciones de los Estudios de Impacto Ambiental, en materia de derechos colectivos de los pueblos indígenas y su interculturalidad, en materia de costumbre indígena y su aplicación, cuando lo soliciten los organismos del Estado y de protección del patrimonio cultural material e inmaterial de los pueblos indígenas.

 
Se contempla la existencia de reglamentos internos para cada Consejo, generados en forma autónoma, de un procedimiento de designación de los consejeros y los requisitos mínimos para su elección. En lo que a estos puntos concierne, en el artículo 8° se implementa un mecanismo de impugnación en sede indígena de los procesos de designación de consejeros, sin perjuicio de la posibilidad de recurrir en sede judicial para impugnar tales procesos.  Respecto de su funcionamiento, éste se plantea mediante sesiones ordinarias de carácter mensual, posibilitando realizar sesiones extraordinarias, todas las cuales serán públicas estableciendo el derecho de los consejeros a percibir una dieta mensual, que será fijada mediante decreto expedido bajo la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Pueblos Indígenas –de creación futura-, suscrito también por el Ministro de Hacienda.

 
El Título II, denominado “Del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas”, crea una corporación de derecho público de carácter autónomo, representativo, participativo y de consulta, para que aborde materias susceptibles de afectar a todos los pueblos indígenas y que contará con atribuciones resolutivas, facultativas y vinculantes sobre su propia orgánica. Sus principales atribuciones son: (i) de orden colaborativo, en la promoción e impulso de las políticas, planes y programas nacionales y regionales destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas, y en la implementación, seguimiento y evaluación de resultados del Convenio N° 169 de la OIT y demás Tratados y Convenios Internacionales; (ii) de promoción y proposición de medidas destinadas a favorecer la protección de los derechos humanos de los pueblos indígenas en Chile, en la dictación o modificación de normas legales, reglamentarias y administrativas referidas a los derechos de los pueblos indígenas, de modelos de administración de las Áreas de Desarrollo Indígena; (iii) de carácter consultivo ante los organismos públicos nacionales e internacionales, sobre la situación nacional de los derechos de los pueblos indígenas y hacer recomendaciones para su debido resguardo y respeto a los distintos órganos del Estado, y ante los organismos del Estado, en el evento que le formulen consultas en materia de derechos de los pueblos indígenas; y (iv) de representación de todos los pueblos indígenas, cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente. El Consejo Nacional estará compuesto por quince miembros que representen a los nueve pueblos indígenas de nuestro país y tendrá su domicilio en la ciudad de Santiago, en la cual sesionará.

Las disposiciones transitorias abordan la entrada en vigencia de la ley, subordinada al funcionamiento de un futuro Ministerio de Pueblos Indígenas (artículo cuarto transitorio) y el proceso de aprobación del primer reglamento interno de cada Consejo y de conformación de consejeros, ambos dependientes de la convocatoria respectiva que haga el Subsecretario de Pueblos Indígenas a todas las organizaciones representativas de los pueblos indígenas (artículo primero transitorio). Asimismo, se dispone que cada consejo deberá sesionar dentro del plazo de 3 meses contado desde el depósito del primer reglamento interno aprobado en el Ministerio de Pueblos Indígenas (artículo 3º);

 
Cuarto: Que el Presidente de la H. Cámara de Diputados ha solicitado informe para que la Corte Suprema se pronuncie respecto del artículo 9° del proyecto de ley, cuyo tenor es el siguiente:

“Artículo 9º.- Impugnación en sede judicial.- Cualquier persona perteneciente al respectivo pueblo indígena podrá impugnar los procesos de designación de consejeros, así como los procesos realizados para la generación del o de los reglamento(s) interno(s), mediante presentación ante la Corte de Apelaciones del domicilio del Consejo de Pueblos respectivo, siendo aplicables las normas establecidas para la  tramitación y fallo del recurso de protección de las garantías constitucionales, en lo que resulte pertinente.

La Corte de Apelaciones resolverá de conformidad con las reglas de la sana crítica y considerando la costumbre indígena en los términos establecidos en la ley Nº 19.253 que Establece Normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y que Crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, y los tratados internacionales de Derechos Humanos ratificados por Chile.”;
 
Quinto: Que, recapitulando se puede resumir que el proyecto crea dos clases de Consejos Indígenas: uno Nacional y nueve Consejos por cada pueblo originario, determinando los requisitos mínimos (art. 7°), el número de sus integrantes (art. 5°) y entregando al reglamento la regulación del mecanismo de designación (art. 6°). Luego establece dos impugnaciones: En sede indígena (art. 8°) y en sede judicial (art. 9°). El legislador dispone expresamente la compatibilidad de la impugnación indígena con la judicial, puesto que el artículo 8° se inicia señalando: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9° de esta ley”;

 
Sexto: Que el artículo 9°, en su inciso primero, establece un mecanismo de impugnación, calificado de “judicial”, por contraste a la impugnación denominada “en sede indígena”, tratada en el artículo que le precede (8º). Se confiere legitimación activa de la impugnación judicial a toda persona perteneciente al respectivo pueblo indígena, mientras que el objeto de impugnación atañe a  “los procesos de designación de consejeros, así como los procesos realizados para la generación del o de los reglamento(s) interno(s)”. Se atribuye competencia para conocer de la impugnación a la Corte de Apelaciones “del domicilio del Consejo de Pueblos respectivo”
. Y, finalmente, se fija como normas de procedimiento de la impugnación judicial, en lo que resulten pertinentes, las previstas para “la  tramitación y fallo del recurso de protección de las garantías constitucionales”. En su inciso segundo, la disposición en comento proyecta dos reglas sobre la decisión del asunto: una atinente a la valoración de la prueba que se vierta en el procedimiento de impugnación (reglas de la sana crítica), y otra referida al parámetro conforme el cual la Corte debe resolver la impugnación, determinado por la costumbre indígena en los términos que el precepto indica y los tratados internacionales de Derechos Humanos ratificados por Chile;

 
Séptimo: Que a la luz de los artículos 96 de la Constitución Política de la República y 10 N° 2 de la Ley N° 18.593, sobre los Tribunales Electorales Regionales, y teniendo presente, además, que ambas reclamaciones en el ámbito de la designación de consejeros, ya en sede indígena o judicial, tienen por objeto impugnar precisamente los procesos de esa nominación -que no es otra cosa que una elección con particularidades especiales- se advierte que esta materia cae de lleno en la  competencia que la ley entrega a los Tribunales Electorales Regionales para el conocimiento de las elecciones desarrolladas en todos los grupos intermedios.
 
Al respecto se debe señalar que con anterioridad (28 de octubre de 2009) se presentó por Mensaje Presidencial un proyecto de ley que creaba el Consejo de Pueblos Indígenas (boletín N° 6743-06), iniciativa que, según el sistema de tramitación de la H. Cámara de Diputados (accesible desde su portal web www.camara.cl), no tiene movimiento desde el 20 de enero de 2010. Tal propuesta otorgaba competencia exclusiva al Tribunal Electoral Regional correspondiente al domicilio del peticionario para resolver las reclamaciones e impugnaciones en contra de los distintos actos concernientes a los procesos de elección de consejeros indígenas, evitando los eventuales conflictos que la duplicidad de sedes de impugnación pudiera producir;

 
Octavo: Que, por consiguiente, tratándose de una competencia ya anidada en una sede jurisdiccional especial y autónoma, no parece acertada su judicialización mediante la opción contenida en la iniciativa legal que se revisa en cuanto propone sustraer esas reclamaciones por la vía de las cuales se persigue cuestionar la designación de consejeros indígenas de la instancia ya entregada  por la ley a la Justicia Electoral;

 
Noveno: Que, ahora bien, considerando sólo en la parte que el citado artículo 9º permite impugnar los procesos realizados para la generación del o de los reglamento(s) interno(s)”,  la reglamentación de la acción legal proyectada tiene las siguientes características:

a.- Acción legal: Las acciones legales pueden ser de la más variada naturaleza y pueden tener distintas denominaciones, por lo cual, que en esta oportunidad se le denomine impugnación no ofrece mayores dificultades, puesto que se tiene plena claridad que se deberá recurrir a los tribunales ordinarios, en este caso ante la Corte de Apelaciones respectiva, con miras a impugnar, basándose en un componente de legalidad o sujeción a un ordenamiento normativo, el reglamento por el cual se rige el respectivo Consejo,. 
 
En esta materia debe precisarse que el sentido natural y obvio de la expresión “impugnar” admite dos acepciones: una concerniente a “combatir, contradecir, refutar” y otra referida a “interponer un recurso contra una resolución judicial”
. Ciertamente, por dirigirse la impugnación en contra de procesos que no revisten carácter jurisdiccional, como tampoco vincularse con la órbita judicial, no es posible entenderla en su segunda acepción, aspecto que, desde ya, impide dotarla de un significado cuyos contornos normativos se encuentran suficientemente definidos en doctrina y jurisprudencia. Empero, siempre es posible encontrar un acertado entendimiento. De este modo, a partir de su primera acepción, la cual es más amplia y se caracteriza simplemente por la oposición a un acto “realizado para la generación” de un reglamento, se puede concluir que la reclamación recae sobre una actividad material, en cuanto la misma debe desenvolverse con sujeción a reglas predeterminadas, con prescindencia de un interés subjetivo que justifique la institución. Lo anterior implica, en estricto rigor, que la impugnación judicial de que trata el artículo en estudio, apunta a apreciar la disconformidad de un conjunto de actos orientados a obtener un resultado (generar un reglamento), y las normas conforme las cuales ese conjunto ordenado de actos debe ejecutarse. 
 
Dadas las consideraciones precedentes, esto es, que el referido mecanismo de impugnación judicial tiene por propósito detectar la inobservancia de formas regladas, y atendida la insuficiencia de elementos adicionales que permitan elaborar un juicio distinto, se debe entender que la acción judicial es de nulidad de la generación del reglamento. En efecto, al impugnarse un proceso, cuyos actos integrantes deberán estar expresamente consignados, es posible concluir que lo que debe ser declarado nulo es el proceso mismo, en su integridad, en atención al resultado que se busca obtener. A su vez, la ausencia en la ley de una distinción previa sobre el estado en que se debe encontrar el proceso impugnable, es posible anticipar que el vicio alegado puede estar presente en las etapas iniciales, intermedias o finales del proceso, pero siempre deberá cuestionarse el acto terminal, no los intermedios.

Un hecho que corresponde tener en consideración es que quedará entregada a los tribunales la determinación del agravio, lesividad, razonabilidad y trascendencia del vicio al decidir la acción de impugnación.

b.- Sujeto activo calificado: Puede accionar “cualquier persona perteneciente al respectivo pueblo indígena”, sin embargo, al no pronunciarse categóricamente el proyecto en cuanto a la clase de relación de pertenencia que se exige y cómo acreditarla, corresponde acudir a la legislación general referida. Una primera lectura, siguiendo una interpretación lógica, permitiría sostener que tales interrogantes se satisfacen en la forma prevista en el artículo 7° del proyecto, que, con ocasión de los requisitos mínimos para ser miembro del Consejo, exige acreditar la calidad de indígena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2° de la Ley N° 19.253, que Establece Normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y que Crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena. Procurando una interpretación que aspire a dar coherencia interna al proyecto de ley y armonizarla con los instrumentos legales vigentes, exige identificar la relación de pertenencia a un pueblo indígena y su acreditación con las formas contempladas en los artículos 2° y 3° de la citada Ley, respectivamente. Adicionalmente, esta interpretación se conforma con el lenguaje empleado en la Ley N° 19.253, para referirse al vínculo entre “etnia indígena” y la persona o agrupación de personas de que se trate.
 

c.- Sujeto pasivo: En este caso, la determinación del sujeto impugnado es aquel en contra del cual se dirige la acción, quien puede ser afectado directamente con la decisión que adopte el tribunal, que en el caso de la impugnación del proceso realizado para la generación del o los reglamento (s) interno (s), es el Consejo respectivo. Un aspecto que siempre alarga los debates en los tribunales colegiados es la aceptación de terceros interesados, quienes indirectamente pueden ser afectados con la determinación del tribunal, aspecto que podría ser abordado por el legislador expresamente.

d.- Materia: En cuanto a la posibilidad de impugnar los procesos de generación del o los reglamentos internos de los Consejos de los Pueblos Indígenas, es lógico entender incluidas en ello las modificaciones estatutarias.

En este aspecto debe tenerse presente que la acción está reglamentada en el Título I, por lo cual una posible interpretación es referirla exclusivamente a tales Consejos y estimar que no se aplica al Titulo II del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas. Sin embargo, una interpretación más sistemática puede entender aplicable la acción al Consejo Nacional. En todo caso, estas posibles interpretaciones hacen aconsejable regular en un título tercero la acción judicial en comento.  

e.- Tribunal Competente: La Corte de Apelaciones del domicilio del Consejo respectivo.

 
En relación a la jerarquía del tribunal competente y la enunciación sobre la regla de competencia territorial que establece la propuesta, se pueden efectuar las siguientes consideraciones: 

· Primero, la radicación de la impugnación judicial en las Cortes de Apelaciones parece acertada, pues se ajusta a la complejidad del asunto materia de impugnación, que involucra examinar cuestiones de orden constitucional, de costumbre indígena y de aplicación de tratados internacionales y, en especial, a la forma de conocimiento y fallo que se postula (“siendo aplicables las normas establecidas para la  tramitación y fallo del recurso de protección de las garantías constitucionales, en lo que resulte pertinente”); y
· Segundo, es posible efectuar una observación respecto de la regla que asigna la competencia territorial para conocer de la impugnación  judicial. Como se expresara, la Corte de Apelaciones competente es la del “domicilio del Consejo de Pueblos respectivo”. Esta técnica de distribución parece satisfactoria. Sin embargo, si se aprecia que es objeto de impugnación el proceso realizado para la generación del reglamento interno, y que el domicilio del Consejo de Pueblos respectivo debe ser determinado en el reglamento interno (inciso 3º del artículo 5º), el elemento a que se acude para definir competencia puede formar parte del objeto impugnado. En otras palabras, la Corte de Apelaciones, al resolver sobre  la impugnación de un proceso de generación de reglamento interno, decidirá de manera indirecta sobre la validez de la fijación del domicilio del Consejo del Pueblo Indígena respectivo, que le otorga competencia. No obstante lo anterior, incluso la declaración de nulidad del proceso en comento, no afectaría las atribuciones de la Corte, conforme las reglas generales de competencia (artículo 109 del Código Orgánico de Tribunales).
f.- Procedimiento. El legislador hace aplicable a esta acción el procedimiento establecido para la tramitación y fallo del recurso de protección. 

 
Persistentemente, esta Corte Suprema ha expresado su parecer en orden a que el procedimiento de las acciones entregadas a las Cortes de Apelaciones permita una mayor discusión y abra un término probatorio, recomendando aplicar el contencioso administrativo municipal, previsto en el artículo 151 del D. F. L. N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Esta determinación la adoptó el Parlamento en  el proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo (Boletín N° 9835-13, PL 52-2015),

g.- Plazo: Una materia que aparece notoriamente olvidada en la iniciativa, es la fijación del plazo dentro del cual puede ejercerse la impugnación judicial. Esta omisión puede quedar superada mediante una labor interpretativa de los tribunales, puesto que al hacerse referencia  a las “…normas establecidas para la tramitación y fallo del recurso de protección…”, comprende el plazo destinado a su interposición, esto es, treinta días. Sin embargo, tal plazo puede parecer exiguo, por lo cual el legislador podría hacer referencia expresa a esta materia. 

h.- Apreciación de la prueba. En la actualidad la sana crítica se estima es uno de los sistemas más adecuados para la valoración de la prueba, el cual es complementado con una libertad probatoria que nuestro legislador ha contemplado mediante la exigencia que se incorporara al procedimiento respetando el debido proceso.

i.- Sistema de Fuentes del Derecho: Se integra el ordenamiento jurídico, por remisión expresa del legislador a:

- La costumbre indígena en los términos establecidos en la Ley N° 19.253, y

- Los tratados internacionales de Derechos Humanos ratificados por Chile.


El parámetro normativo de impugnación, es decir, la preceptiva conforme a la cual debe examinarse la corrección del objeto de impugnación, el inciso segundo del artículo 9° del proyecto, alude a la costumbre indígena “en los términos establecidos en la ley Nº 19.253” y los tratados internacionales de Derechos Humanos ratificados por Chile, merece algunos comentarios:

· En primer término, se caracteriza la costumbre indígena como aquella prevista en la Ley N° 19.253, y tal cuerpo legal, en lo tocante a ese aspecto (artículo 54), la configura del siguiente modo: “La costumbre hecha valer en juicio entre indígenas pertenecientes a una misma etnia, constituirá derecho, siempre que no sea incompatible con la Constitución Política de la República. Cuando la costumbre deba ser acreditada en juicio podrá probarse por todos los medios que franquea la ley y, especialmente, por un informe pericial que deberá evacuar la Corporación a requerimiento del Tribunal”. De dicha manera, la remisión que emplea el proyecto permite que uno de los elementos de decisión, la costumbre indígena, se vea redefinido por el contenido material de la Constitución Política, subsanando eventuales disconformidades de las normas consuetudinarias y supralegales.

· En segundo lugar, en cuanto el objeto de la impugnación es el proceso de revisión de la generación de los reglamentos internos, y tales instrumentos, por mandato expreso en el artículo 5° del proyecto, “deberán respetar la Constitución Política de la República y los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por Chile y la demás normativa que se encuentre vigente”, de manera que es posible proyectar las exigencias antes señaladas al proceso de nacimiento de los mismos. Al efecto, conviene considerar que, según el texto actual del proyecto, el proceso de creación de los reglamentos internos no se encuentra reglado en detalle, puesto que los tópicos abordados refieren a la existencia de una convocatoria que realizará el Subsecretario de Pueblos Indígenas, en la oportunidad que establece el artículo primero transitorio, a partir de la cual cada pueblo “deberá proceder a la elaboración y aprobación del primer reglamento interno, dentro del plazo de un año contado desde la convocatoria”, y al acto de depósito en el Ministerio de Pueblos Indígenas del reglamento aprobado, también dentro de un plazo cierto (artículo segundo transitorio). 
· En tercer término, no obstante las consideraciones precedentes, cabe destacar la conveniencia que la alusión de los Tratados Internacionales ratificados por Chile sea perfeccionada, exigiendo, además, que se trate de aquéllos vigentes en el ordenamiento jurídico.
j.- Recursos. La revisión de la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones queda cubierta al aplicarse el procedimiento del recurso de protección, el cual lo contempla, pues de lo contrario cobra aplicación el recurso de queja.
Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expuestos el proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas. Ofíciese. 
Acordada la decisión en la parte que informa sobre la impugnación de los procesos realizados para la generación de reglamentos internos, con el voto en contra del Presidente subrogante señor Juica y de los Ministros señor Valdés, señora Egnem y señor Fuentes y del Fiscal Judicial señor Escobar, quienes estuvieron, también, por informar desfavorablemente ese aspecto del artículo 9º del proyecto de ley remitido por la H. Cámara de Diputados, considerando para ello que los procesos para la generación del o los reglamentos internos de un determinado Consejo de Pueblo Indígena es propio de un procedimiento administrativo y al ámbito de las funciones que ejerce la Contraloría General de la República, de manera tal que, al igual que el arbitrio de impugnación proyectado respecto de la designación de consejeros, no se divisa razón ni conveniencia de restar dicho objeto de la competencia que ya se encuentra legalmente definida.

Con todo, para el caso de estimarse necesario normar un estatuto especial para los pueblos indígenas que permita accionar judicialmente respecto de los objetos de impugnación contenidos en la iniciativa legal que se analiza, podría estimarse propicio adoptar el procedimiento previsto en el artículo 56 de la Ley N° 19.253, preceptiva especial que, justamente, surgió para efectos de estatuir normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas.

 Se previene que el ministro señor Juica, aparte de su disidencia en torno al reclamo administrativo sobre generación de reglamento, no está de acuerdo con incluir en el informe el motivo noveno, por aparecer en contradicción con lo expuesto en los razonamientos séptimo y octavo del mismo.
Acordada la decisión de informar aquellos aspectos del proyecto de ley que conciernen a la impugnación de los procesos de designación de consejeros indígenas en los términos expresados en los motivos séptimo y octavo, con la prevención de los ministros señores Muñoz, Carreño, Pierry, Silva y Aránguiz, quienes fueron de opinión de informarlos haciendo presente, además, a su respecto las siguientes consideraciones:

1ª) Que en el ámbito de la determinación del tribunal competente y tratándose de la impugnación judicial del proceso de designación de consejeros del Consejo Nacional de Indígenas, resalta que la iniciativa no atiende al hecho que éste  tiene domicilio en la ciudad de Santiago, aspecto que concentraría la impugnación en la Capital, por lo cual se estima más equitativa la norma que en tal evento considere la Corte de Apelaciones en cuyo territorio debe ejecutarse o producir sus efectos el acto respectivo;

2ª) Que, teniendo en consideración la ausencia de plazo que se menciona en la letra g) de la novena motivación del informe, resulta importante destacar que podrá impugnarse tanto el reglamento y a consecuencia de esa acción la de sus consejeros, como directamente la de sus consejeros, razón suficiente para fijar un breve término para el ejercicio de la impugnación;

3ª) Que un punto final en la reglamentación que no puede omitirse respecto de la impugnación judicial es su relación e interacción con la impugnación en sede indígena. Atendido que el inciso primero del artículo 8° del proyecto reza: “Impugnación en sede indígena.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9° de esta ley, cualquier persona perteneciente al respectivo pueblo indígena podrá impugnar los procesos de designación de consejeros, conforme a lo dispuesto en su reglamentación interna”. 
 
De lo anterior se colige de inmediato, que ese instituto de impugnación en sede indígena ataca un objeto también cubierto por la impugnación judicial, sin que la iniciativa ofrezca una solución a la posibilidad efectiva de duplicidad de impugnaciones y decisiones. 
 
Para resolver este inconveniente podría establecerse un orden de prelación en la interposición de impugnaciones, suspendiendo el plazo de la impugnación judicial en tanto no se resuelva la indígena, o bien estableciendo la preclusión de la reclamación indígena al acudirse a la judicial. Esta última interpretación se colige de la lectura de los artículos 8° y 9°, puesto que la primera de estas disposiciones establece la compatibilidad de la reclamación indígena con la impugnación judicial, pero el artículo 9° no establece igual solución, por lo cual, al recurrir ante a la justicia ordinaria se pone termino a la reclamación indígena; interpretación que guarda armonía con la norma del artículo 54 de la Ley 19.880, sobre de Bases del Procedimiento Administrativo.


Esta solución parece la más adecuada, en tanto no se disponga expresamente otra medida por el legislador, por cuanto de esta forma no se convierte a la reclamación judicial en una instancia revisora de la impugnación indígena. Resulta indispensable mantener la compatibilidad de ambas impugnaciones, puesto que no existe total concordancia en el estatuto o parámetros de control con que se revisará el procedimiento impugnado, esto  pues, como ya se ha reflexionado, la judicial tiene un campo normativo definido, mientras que en el orden indígena nada se dice.
 Esta divergencia impide correlacionar o vincular las sedes de impugnación, previéndose entonces la posibilidad de decisiones disonantes entre el órgano indígena respectivo y los tribunales ordinarios;

4ª) Que tal como se manifiesta en el Mensaje Presidencial del proyecto, la creación de los Consejos de Pueblos Indígenas y de un Consejo Nacional obedece a la necesidad de contar con órganos que permitan la representación de todos los pueblos indígenas, de manera que se optimice la toma de decisiones que les pudieren afectar. Esta necesidad encuentra soporte jurídico en los compromisos internacionales del Estado chileno, en especial en el deber de consulta a los pueblos indígenas interesados, previsto en el artículo 6º del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, deber que ha de cumplirse mediante procedimientos apropiados y a través de sus instituciones representativas. 
 
Debido a ello, el objetivo de la iniciativa legal viene a satisfacer un requisito clave a la hora de cumplir dicho deber, sobre todo si se considera que la misma fuera consultada a los pueblos indígenas, según se expresa en el Mensaje. Luego, la importancia del deber de consulta y la suficiencia de los mecanismos en virtud de los cuales se erige la contraparte indígena en la adopción de medidas que les incumben, se traduce en los procesos de representación de los pueblos indígenas. De ahí emana el valor capital del proyecto de ley. Dado lo anterior, llama la atención la ausencia de regulación legal sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación de consejeros, como respecto de la posibilidad de alternancia en el poder mediante directrices democráticas mínimas de renovación y representación, puesto que todas estas materias quedan entregadas discrecionalmente a la autonomía de cada pueblo en la reglamentación interna del Consejo respectivo;

5ª) Que, asimismo, por corresponder a un propósito declarado de la iniciativa la conformación de cuerpos representativos de los pueblos indígenas para efectos de realizar el deber de consulta ya señalado, aquélla debe satisfacer el estándar internacional en materia de definición de “instituciones representativas”, explicitado en el párrafo 102 del Tercer informe complementario del Director General
, aspecto que implica, por una parte, respetar un ámbito significativo de autodeterminación de dichos cuerpos y, por otra, no atribuir exclusividad de representación. Por ello, y teniendo presente la preceptiva contenida en el Decreto Supremo N° 66 del Ministerio de Desarrollo Social, que “Aprueba el Reglamento que regula el procedimiento de consulta indígena en virtud del artículo 6 N° 1 letra A) y N° 2 del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo y deroga la normativa que indica”, resulta de particular relevancia emplear en la iniciativa el lenguaje idóneo para evitar la asignación de titularidad exclusiva de representación de los intereses de los pueblos indígenas en los Consejos respectivos o en el Consejo Nacional.  Para efectos de lo anterior, bien valdría que la propuesta recogiera en su texto la idea de no limitación de representatividad explicitada en el Mensaje;

6ª) Que, finalmente, la iniciativa legal mantiene silencio sobre el órgano que deberá conocer de la impugnación al interior de los Consejos, asunto que queda reservado a la voluntad que se adopte en la reglamentación interna de cada uno de ellos. Pero, no obstante lo anterior, la impugnación indígena debe ser resuelta por quien correspondiere, en el plazo de cinco días hábiles contados desde la reclamación, sin prever exigencias que satisfagan la racionalidad del procedimiento que se emplee, como el emplazamiento de los interesados (consejeros electos, por ejemplo), posibilidad de descargo, recepción de prueba o justificación de la decisión.
 
Es posible complementar la iniciativa legal para dar mayor precisión a las corporaciones de Derecho Público que se crean, indicando que los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional, tendrán un carácter autónomo (artículos 1 y 14 del proyecto), pero, además, estarán dotados de personalidad jurídica, representación y patrimonio propio, indicando la fuente de financiamiento de la institución como de sus consejeros, a la luz de lo dispuesto en los artículos 13 y 21 de la propuesta.
        
Se previene que el ministro señor Valdés considera, además, que la iniciativa legal materia de este informe envuelve un claro sesgo discriminatorio con respecto a los pueblos originarios a los que se encuentra esencialmente dirigida, toda vez que somete a un tratamiento distinto a ese solo grupo intermedio en el ámbito de los asuntos objeto de las impugnaciones que contiene el proyecto de ley, entregándolos a la competencia de los tribunales ordinarios de justicia y no a la justicia electoral, como sucede para todos los demás reclamantes que constituyen grupos de la naturaleza antes referida en materia de elecciones, con arreglo a lo dispuesto en la Ley N° 18.593 que rige a los Tribunales Electorales Regionales.


PL 5-2016”.
 
Saluda atentamente a V.S.
Hugo Dolmestch Urra 
Presidente  
Jorge Sáez Martin
    
     Secretario  
� El Artículo 6, N° 1, letra a) del Convenio precisa el supuesto objetivo que hace exigible la consulta, cual es “cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente”.


� Cabe consignar que, conforme el inciso tercero del artículo 5 del proyecto de ley, el domicilio del respectivo Consejo, es una de las materias de contenido imperativo del reglamento interno de los Consejos de Pueblos Indígenas. 


� Acepciones obtenidas del Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, versión en línea (� HYPERLINK "http://dle.rae.es/?id=L9Ba8TP" �http://dle.rae.es/?id=L9Ba8TP�) consultada con fecha 03-02-20º16.


� Así, por ejemplo, el artículo 9°, primera parte, prescribe: “Para los efectos de esta ley se entenderá por Comunidad Indígena, toda agrupación de personas pertenecientes a una misma etnia indígena…”.


� Cabe aclarar que la referencia del inciso primero del artículo 8 a “conforme a lo dispuesto en su reglamentación interna” se relaciona con la forma que posibilite impugnar y no con cómo decidir respecto de la impugnación. 


� Tal informe, de fecha 19 de marzo de 2003, fue elaborado en relación a la “Reclamación en la que se alega el incumplimiento por México del Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por nueve organizaciones de trabajadores”, y en cuya primera parte se expuso: “Dada la diversidad de los pueblos indígenas, el Convenio no impone un modelo de institución representativa, lo importante es que estas sean el fruto de un proceso propio, interno de los pueblos indígenas. Pero es fundamental cerciorarse de que la consulta se lleva a cabo con las instituciones realmente representativas de los pueblos interesados…”.
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